
 

1 

Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es 
 

RESOLUCIÓN 152/2026 
RECURSO 107/2026 
 
Resolución 152/2026, de 2 de julio, del Tribunal Administrativo de 
Recursos Contractuales de Castilla y León, por la que se desestima el 
recurso especial en materia de contratación interpuesto por Althea 
Healthcare España, S.L. contra la adjudicación del contrato del 
servicio de mantenimiento de equipos electromédicos instalados en 
el Hospital Clínico Universitario de Valladolid, Edificio Rondilla y 
Centro de Especialidades Pilarica (expediente 8401-841-1-2026-
15283). 

 
I 

ANTECEDENTES 
 
Primero.- Por Resolución del director gerente del Hospital Clínico 

Universitario de Valladolid (HCUVA), de 13 de abril de 2026, se adjudica a 
Serveo Servicios, S.A.U. el contrato del servicio de mantenimiento de equipos 
electromédicos instalados en el Hospital Clínico Universitario de Valladolid, 
Edificio Rondilla y Centro de Especialidades Pilarica (expediente 8401-841-1-
2026-15283). 

 
Segundo.- El 30 de abril de 2026 D. yyy, en representación de Althea 

Healthcare España, S.L., presenta en el registro de este Tribunal un recurso 
especial en materia de contratación contra la referida resolución de 
adjudicación. Alega, en síntesis, que el informe de valoración de los criterios 
dependientes de un juicio de valor adolece de errores -que detalla- y que las 
ofertas de la adjudicataria y de otras dos licitadoras no incluyen un índice de 
su contenido, lo que debe conllevar su exclusión. 

 
Tercero.- El 19 de mayo se reciben en este Tribunal el expediente de 

contratación y dos informes sobre el recurso: uno, emitido por el jefe del 
Servicio de Ingeniería y Mantenimiento del HCUVA el 12 de mayo de 2026 
sobre las alegaciones contenidas en el recurso, y otro, del director gerente del 
HCUVA, de 18 de mayo de 2026, sobre las actuaciones realizadas en el 
procedimiento de contratación. 

 
Cuarto.- Por Acuerdo 45/2026, de 9 de junio, de este Tribunal, se 

desestima la solicitud de acceso al expediente de contratación formulada por 
la recurrente en su recurso. 
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Quinto.- Conferido traslado del recurso a los demás licitadores, el 10 
de junio la adjudicataria (Serveo Servicios, S.A.U.), presenta alegaciones en 
las que solicita la desestimación del recurso. En su escrito expone que ha 
solicitado acceso al expediente al órgano de contratación y que tal acceso se 
realizará el 12 de junio, por lo que solicita se admitan las alegaciones 
complementarias que pudiera presentar. Pese a ello, no se ha recibido en este 
Tribunal ningún escrito de alegaciones adicional. 

 
 

II 
FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 
1º.- La competencia para resolver el presente recurso corresponde al 

Tribunal Administrativo de Recursos Contractuales de Castilla y León, en virtud 
de lo dispuesto en los artículos 46.1 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 
Contratos del Sector Público (LCSP) y 59 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, 
de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras. 

 
2º.- La recurrente está legitimada para interponer el recurso especial 

en materia de contratación contra la adjudicación del contrato, de acuerdo con 
el artículo 48 de la LCSP, y está acreditada su representación. 

 
El recurso se ha interpuesto contra la adjudicación de un contrato de 

servicios cuyo valor estimado (1.060.800,00 euros) es superior a 100.000, 
susceptible, por tanto, de recurso especial en materia de contratación conforme 
al artículo 44, apartados 1.a) y 2.c) de la LCSP. 

 
El recurso se ha presentado en el plazo previsto en el artículo 50.1.d) 

de la LCSP.  
 
4º.- En cuanto al fondo del asunto, la recurrente alega que el informe 

de valoración de los criterios dependientes de un juicio de valor adolece de 
varios errores: advierte, por un lado, errores relativos a la propia valoración y, 
por otro, un error relativo a la doble valoración del mismo elemento en dos 
criterios-subcriterios de valoración. Junto a lo anterior, alega que las ofertas 
de la adjudicataria y de otras dos licitadoras no incluyen un índice de su 
contenido, lo que debe conllevar su exclusión. 

 
A) Respecto a los errores que la recurrente achaca al informe técnico 

de valoración, se exponen a continuación las alegaciones contenidas en el 
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recurso y los argumentos recogidos en el informe del órgano de contratación 
emitido en relación con el recurso. 

 
1) En primer lugar, afirma que en el criterio “Formación de los Recursos 

Humanos” (hasta 5 puntos), recogido en el apartado 16.1.1.3 del cuadro de 
características del pliego de cláusulas administrativas particulares (PCAP), el 
informe de valoración ha otorgado puntuación a la adjudicataria por haber 
ofertado un programa formativo dirigido a personal técnico del hospital, lo 
que, afirma, “resulta ser improcedente, a la vista de que, se superan los límites 
de la discrecionalidad técnica al valorarse una formación dirigida a personal no 
previsto” en el citado apartado 16.1.1.3 y en el apartado 6 del pliego de 
prescripciones técnicas (PPT). Solicita, por ello, que la oferta de la adjudicataria 
se valore con 0 puntos en este apartado. 

 
Frente a ello, el informe sobre el recurso, emitido por el jefe del Servicio 

de Ingeniería y Mantenimiento del HCUVA, señala lo siguiente: 
 

“El criterio relativo a la `Formación de los recursos humanos´ no 
puede interpretarse de manera restrictiva ni aislada exclusivamente respecto 
del personal adscrito por el adjudicatario, sino que debe ponerse en relación 
con la finalidad global del contrato y con la mejora efectiva de la prestación 
del servicio. 

 
»La formación propuesta por SERVEO no se limitaba únicamente 

a acciones dirigidas a terceros ajenos al contrato, sino que integraba un 
modelo global de capacitación técnica, transferencia de conocimiento, 
actualización tecnológica y mejora de la interacción operativa entre el personal 
de mantenimiento y el entorno hospitalario. 

 
»En contratos de mantenimiento electromédico altamente 

especializados, la formación de usuarios técnicos y personal asistencial 
constituye un elemento estrechamente vinculado a: 

 
»• La correcta utilización de los equipos. 
  
»• La reducción de incidencias derivadas de uso inadecuado. 
  
»• La detección temprana de anomalías.  
 
»• La optimización de la disponibilidad de equipamiento crítico.  
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»• La mejora de la seguridad del paciente.  
 
»Por tanto, no se trata de un elemento ajeno al objeto del contrato 

ni desvinculado del criterio valorado.  
 
»El informe técnico no otorgó puntuación automática por la mera 

existencia de formación a usuarios, sino que efectuó una valoración conjunta 
de la calidad, amplitud, estructura, periodicidad y especialización del plan 
formativo presentado.  

 
»Asimismo, debe señalarse que el órgano técnico valorador goza 

de capacidad interpretativa razonable para apreciar la calidad global de las 
propuestas técnicas, sin que exista obligación de efectuar una interpretación 
literal, fragmentaria y restrictiva de cada apartado del PPT en los términos 
pretendidos por la recurrente.  

 
»Por otra parte, el hecho de que determinadas ofertas incorporasen 

actuaciones parcialmente excedentes del objeto estricto del contrato no implica 
necesariamente una penalización automática ni una reducción obligatoria de 
puntuación.  

 
»Cada oferta fue valorada en su conjunto, atendiendo a:  
 

»• La coherencia global de la propuesta.  
 
»• La utilidad efectiva de las medidas ofertadas.  
 
»• Su integración operativa.  
 
»• Su aplicabilidad real al entorno hospitalario.  
 
»• Su contribución a la mejora del servicio.  

 
»No existe, por tanto, trato desigual ni aplicación arbitraria de 

criterios.  
 
»La pretensión de Althea consistente en eliminar íntegramente 

los 5 puntos obtenidos por Serveo carece de fundamento técnico y jurídico, 
resultando además manifiestamente desproporcionada”. 
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La adjudicataria, por su parte, considera que la valoración es correcta. 
Afirma que, de acuerdo con el apartado 6 del PPT, “el adjudicatario debe 
asumir también la comunicación de instrucciones básicas de seguridad 
dirigidas a las personas usuarias y a los equipos, extremo que forma parte del 
contenido funcional de la prestación. 

 
»Ello permite distinguir con claridad entre, de un lado, la 

formación del personal técnico adscrito al contrato y, de otro, la formación o 
comunicación operativa dirigida al personal técnico del propio centro 
hospitalario. 

 
»Por tanto, tanto la oferta presentada por Serveo como la 

valoración efectuada por el órgano de contratación son correctas, en la medida 
en que responde de manera coherente al contenido y finalidad del pliego”. 

 
2) En segundo lugar, la recurrente alega que en el criterio relativo al 

“Calendario de mantenimiento preventivo, conductivo y predictivo”, se ha 
valorado en la oferta de la adjudicataria el hecho de haberse presentado “en 
muy breve plazo”, aspecto este que no guarda relación alguna con los criterios 
de adjudicación.  

 
El órgano de contratación rechaza que tal aspecto haya sido objeto de 

valoración. Afirma que “dicha referencia no constituye en ningún caso el 
fundamento determinante de la puntuación otorgada, ni supone la valoración 
autónoma de un criterio extraño a los pliegos. 

 
»La mención incluida en el informe técnico tiene carácter 

meramente descriptivo y contextual, formando parte de una apreciación global 
sobre el grado de estructuración, organización y planificación evidenciado por 
la oferta presentada. 

 
»La puntuación otorgada obedeció realmente a: 

 
»• La calidad técnica del calendario propuesto. 
 
»• Su nivel de detalle. 
 
»• La programación periódica de actuaciones. 
 
»• La planificación operativa. 
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»• La integración del mantenimiento predictivo. 
 
»• La capacidad organizativa demostrada. 

 
»En ningún caso se valoró como mérito autónomo la fecha 

concreta de presentación administrativa de la oferta. 
 
»La interpretación realizada por Althea resulta artificial y 

descontextualizada. 
 
»Aun admitiendo que la expresión utilizada pudiera resultar 

mejorable desde el punto de vista de su redacción, ello no convierte 
automáticamente el informe técnico en arbitrario ni determina nulidad alguna, 
especialmente cuando el núcleo de la motivación técnica permanece 
plenamente válido. 

 
»Tampoco puede sostenerse razonablemente que una mera 

referencia accesoria implique vulneración de los principios de igualdad, 
transparencia o concurrencia”. 

 
Por su parte, la adjudicataria afirma que “Cuando [el informe técnico] 

destaca que la oferta de Serveo se presenta con respuesta en un plazo muy 
breve, no está valorando el tiempo de preparación de la oferta para la licitación, 
sino la rapidez comprometida para la elaboración y puesta a disposición del 
calendario de mantenimiento preventivo, conductivo y predictivo, precisamente 
en relación con el subcriterio examinado” (consta en la memoria: “Como 
mejora, Serveo elaborará en los primeros siete (7) días de contrato el 
calendario de mantenimiento preventivo anual”). 

 
3) En tercer lugar, la recurrente alega que en “el subcriterio de 

valoración subjetiva, relativo al Programa/Plan de mantenimiento técnico-legal 
(apartado 16.1.1.1- 1.3- del Cuadro de Características del PCAP), se produce 
un doble rasero por parte del informe técnico penalizando (limitándose la 
puntuación obtenida) a determinados licitadores por la oferta de determinados 
extremos que no eran objeto de valoración/podían exceder el ámbito 
contractual y, sin embargo, en el caso de Serveo, y siendo las mismas 
circunstancias, lejos de ser penalizada, el informe técnico le otorga la máxima 
puntuación”. 

 
Frente a ello, el informe del Servicio de Ingeniería y Mantenimiento del 

hospital asevera que “dicha afirmación parte de una comparación aislada y 
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descontextualizada de frases concretas del informe técnico, omitiendo el 
análisis global de cada oferta. 

 
»La valoración de los criterios sujetos a juicio de valor no responde 

a un sistema matemático automático ni a reglas rígidas de equivalencia literal. 
 
»La mera existencia en varias ofertas de actuaciones no 

estrictamente nucleares respecto del contrato no obliga necesariamente a 
otorgar idéntica puntuación. 

 
»Cada licitador presentó: 

 
»• Diferente nivel de desarrollo técnico. 
 
»• Distinta profundidad documental. 
 
»• Grado diverso de integración operativa. 
 
»• Diferente coherencia organizativa. 
 
»• Distinta aplicabilidad práctica. 
 
»• Alcance desigual de las medidas propuestas. 

 
»En el caso de Serveo, el conjunto de la propuesta técnica 

presentada en este apartado fue considerado especialmente sólido, 
estructurado, viable y adaptado a las necesidades del Hospital. 

 
»La referencia a determinadas actuaciones adicionales no 

constituyó el elemento determinante de la puntuación máxima, sino un 
aspecto accesorio dentro de una valoración técnica global altamente favorable 
(…)”. 
 
 4) En cuarto lugar, se afirma en el recurso que “del análisis comparado 
de las ofertas resulta que el informe técnico otorga un peso determinante, en 
el caso de Serveo, a elementos adicionales de carácter tecnológico o accesorio 
(seguros, ciberseguridad, impresoras 3D, Power BI e inversiones de taller por 
sí mismos) que no guardan relación directa con el contenido propio del 
subcriterio, y que forman parte de la motivación, en base a la cual, Serveo 
obtiene la máxima puntuación”. Y añade que “Lo relevante no es únicamente 
la consideración de dichos elementos, sino que otros licitadores incorporan 
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propuestas de naturaleza análoga sin que ello se traduzca en una valoración 
equivalente, evidenciándose así una aplicación no homogénea del subcriterio”. 

 
El órgano de contratación, sin embargo, rechaza tal afirmación. Señala 

al respecto lo siguiente: 
 
 “El subcriterio relativo a la `Memoria técnica descriptiva de la 

gestión del servicio y procedimientos propuestos´ posee necesariamente un 
contenido amplio y transversal, directamente relacionado con: 

 
»• La organización del servicio. 
 
»• La capacidad de gestión. 
 
»• La innovación aplicada. 
 
»• La eficiencia operativa. 
 
»• La trazabilidad. 
 
»• La capacidad de análisis. 
 
»• La mejora continua. 
 
»• La optimización de procesos. 

 
»En un entorno hospitalario moderno y altamente tecnificado, 

herramientas como sistemas de análisis de datos, plataformas BI, soluciones 
de trazabilidad, fabricación aditiva o medidas avanzadas de ciberseguridad 
constituyen elementos plenamente relacionados con la calidad de la prestación 
y la capacidad de gestión del mantenimiento electromédico. 

 
»No se trata de elementos accesorios desvinculados del contrato, 

sino de recursos técnicos que mejoran de forma objetiva los tiempos de 
respuesta, la disponibilidad de equipos, la gestión de incidencias, el análisis 
predictivo, la continuidad asistencial, así como la resiliencia operativa. 

 
»La valoración efectuada fue coherente con el contenido del 

subcriterio y plenamente compatible con los pliegos. 
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»El hecho de que otros licitadores también aportasen determinadas 
herramientas tecnológicas no implica automáticamente equivalencia cualitativa. 

 
»El informe técnico valoró: 

 
»• La integración global de las soluciones. 
 
»• Su madurez operativa. 
 
»• Su aplicabilidad real al entorno del hospital. 
 
»• Su nivel de desarrollo. 
 
»• Su coherencia con el modelo de prestación”. 

 
5) En quinto lugar, se afirma en el recurso que en la oferta de la 

adjudicataria se valora el “seguimiento digital que liberará un 15 % de la carga 
de trabajo de los técnicos”, pese a que el apartado 16.1.1.1 del cuadro de 
características del PCAP, lo que valora “son los `Criterios para actuar sobre los 
equipamientos, protocolos técnicos de actuación´ y no la liberación/descarga 
de trabajo para los técnicos”. 

 
El informe al recurso del Servicio de Ingeniería y Mantenimiento es claro 

al respecto al afirmar que “dicha consideración sí guarda relación directa con 
el criterio valorado. La optimización operativa de los recursos técnicos 
constituye precisamente uno de los objetivos inherentes a cualquier protocolo 
avanzado de mantenimiento, valorando la capacidad de una herramienta 
digital para automatizar procesos, mejorar la trazabilidad, reducir los tiempos 
administrativos, optimizar la asignación de recursos y facilitar actuaciones 
preventivas, incidiendo directamente en la eficacia de los protocolos técnicos 
de actuación”. Por lo que concluye que “la referencia contenida en el informe 
técnico resulta plenamente coherente con el criterio valorado y no supone 
introducción de elementos ajenos al mismo”. 

 
6) En sexto lugar, cuestiona, de forma genérica, la valoración de los 

medios personales ofertados por la adjudicataria y el tiempo de respuesta en 
casos urgentes, que según el informe es “en menos de 1 hora” pese a que el 
PPT indica que no debe superar los 45 minutos. 

 
El órgano de contratación, en su informe al recurso, señala que “la 

expresión `menos de una hora´ utilizada en el informe técnico no puede 
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interpretarse de manera aislada, ni como reconocimiento de incumplimiento 
contractual. La oferta fue considerada compatible con las exigencias de tiempo 
máximo previstas en el PPT”. 

 
Teniendo en cuenta el carácter confidencial de esta parte de la oferta 

de la adjudicataria, este Tribunal, tras analizar la oferta y el contenido de los 
apartados 3.4 y 4.1 del PPT, y teniendo en cuenta el carácter eminentemente 
técnico del aspecto a valorar, no aprecia que la oferta incumpla lo previsto en 
dichos apartados. 

 
7) En séptimo lugar, la recurrente alega que el informe técnico “ha 

valorado, más de una vez, un mismo elemento (impresión 3D) en los 
criterios/subcriterios de adjudicación”. 

 
El órgano de contratación, sin embargo, es contundente sobre esta 

cuestión. Afirma que: 
 

»La utilización de tecnologías de impresión 3D puede proyectarse 
legítimamente sobre distintos aspectos funcionales del servicio: 

 
»• Como recurso operativo de mantenimiento correctivo. 
 
»• Como herramienta organizativa y de capacidad técnica 

global. 
 
»• Como elemento de innovación aplicada. 
 
»• Como mejora logística. 
 
»• Como refuerzo de autonomía técnica. 

 
»Por tanto, no existe necesariamente identidad conceptual entre 

los aspectos valorados en distintos subcriterios. 
 
»La valoración efectuada no consistió en puntuar dos veces 

exactamente el mismo hecho aislado, sino en considerar cómo una determinada 
capacidad tecnológica incidía en diferentes dimensiones del servicio. Además, 
la impresión 3D no constituyó el elemento exclusivo ni determinante de la 
puntuación otorgada en ninguno de los apartados referidos. 
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»En consecuencia, no concurre la duplicidad prohibida alegada 
por la recurrente”. 

 
Expuestas las alegaciones de la recurrente y los argumentos recogidos 

en el informe emitido por el órgano de contratación sobre el recurso, resulta 
evidente que la controversia se ciñe a cuestiones técnicas de las ofertas de los 
licitadores. 

 
Por lo que se refiere a la valoración técnica de las ofertas presentadas 

por los licitadores y su enjuiciamiento y control por los tribunales, es preciso 
recordar que la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha señalado de manera 
reiterada que la Administración goza de discrecionalidad técnica en la 
ponderación de criterios evaluables en función de juicios de valor; por lo que, 
al tratarse de cuestiones que se evalúan aplicando criterios estrictamente 
técnicos, el Tribunal no puede corregirlos aplicando criterios jurídicos. Resulta 
manifiesto que este Tribunal carece de la suficiente formación para entrar en 
consideraciones estrictamente técnicas. Ello no obsta para que pueda analizar 
tal valoración, pero tal examen debe quedar circunscrito a sus aspectos 
formales, tales como normas de competencia o procedimiento, la vigilancia de 
que en la valoración no se hayan aplicado criterios arbitrarios o discriminatorios 
o que no se haya incurrido en error material. 

 
La sentencia del Tribunal Supremo de 14 de julio de 2000 señala que la 

“discrecionalidad técnica reduce las posibilidades del control de dicha actividad 
evaluadora, que prácticamente estarán constituidas por estos dos básicos 
supuestos: el de la inobservancia de los elementos reglados -cuando éstos 
existan-, y el del error ostensible o manifiesto; y, consiguientemente, deja 
fuera de ese limitado control posible a aquellas pretensiones de los interesados 
que solo postulen una evaluación alternativa a la del órgano calificador, pero 
moviéndose también dentro de ese aceptado espacio de libre apreciación, y 
no estén sustentadas con un posible error manifiesto”. 

 
Por su parte, la sentencia del Tribunal Supremo de 24 de julio de 2012, 

entre otras, declara que “la discrecionalidad técnica expresada conduce a partir 
de una presunción de certeza o de razonabilidad de la actuación administrativa, 
apoyada en la especialización y la imparcialidad de los órganos establecidos 
para realizar la calificación. De modo que dicha presunción iuris tantum sólo 
puede desvirtuarse si se acredita la infracción o el desconocimiento del proceder 
razonable que se presume en el órgano calificador, bien por desviación de 
poder, arbitrariedad o ausencia de toda posible justificación del criterio 
adoptado, entre otros motivos, por fundarse en patente error, debidamente 
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acreditado por la parte que lo alega. Por ello, la discrecionalidad técnica reduce 
las posibilidades de control jurisdiccional sobre la actividad evaluadora de los 
órganos de la Administración prácticamente a los supuestos de inobservancia 
de los elementos reglados del ejercicio de la potestad administrativa y de error 
ostensible o manifiesto, quedando fuera de ese limitado control aquellas 
pretensiones de los interesados que sólo postulen una evaluación alternativa 
a la del órgano calificador, moviéndose dentro del aceptado espacio de libre 
apreciación, y no estén sustentadas con un posible error manifiesto”. 

 
Todo ello en el bien entendido de que, como refiere la sentencia de la 

Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supremo de 10 de mayo de 
2017 (rec. 2504/2015), “la discrecionalidad técnica de la que, ciertamente, 
están dotados los órganos de contratación para resolver cuál es la oferta más 
ventajosa no ampara cualquier decisión que pretenda fundarse en ella ni se 
proyecta sobre todos los elementos en cuya virtud deba producirse la 
adjudicación. Jugará, por el contrario, solamente en aquellos que, por su 
naturaleza, requieran un juicio propiamente técnico para el cual sean necesarios 
conocimientos especializados”. 

 
La doctrina de la discrecionalidad técnica se ha acogido plenamente por 

los tribunales administrativos de recursos contractuales. Como ha señalado 
este Tribunal en numerosas resoluciones, “Ello supone que, al tratarse de 
aspectos que se evalúan con criterios estrictamente técnicos, el Tribunal no 
puede corregirlos aplicando criterios jurídicos, sin perjuicio de que puedan ser 
objeto de análisis cuestiones como las antes apuntadas (aspectos formales de 
la valoración -como las normas de competencia o de procedimiento, por 
ejemplo-; que en la valoración no se hayan aplicado criterios arbitrarios o 
discriminatorios; o que se haya incurrido en omisión o error material al 
efectuarla). Fuera de estos aspectos, el Tribunal debe respetar los resultados 
de dicha valoración”. 

 
Por lo expuesto, la función de este Tribunal se limita a determinar si la 

valoración, y en concreto la puntuación, de las ofertas realizada por el órgano 
de contratación es arbitraria, discriminatoria, ambigua y errónea, como afirma 
la recurrente. 

 
Sobre la base de lo expuesto, este Tribunal considera que la valoración 

y la puntuación otorgada es correcta, sin que se aprecien indicios de que pueda 
incurrir en incongruencia en la puntuación o arbitrariedad, error, ausencia de 
motivación en la valoración. Lo que parece subyacer en la recurrente es una 
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discrepancia en la valoración de las ofertas que, sin embargo, no desvirtúa la 
realizada por el órgano de contratación. 

 
Frente a las alegaciones genéricas de la recurrente, sin prueba alguna 

que acredite el pretendido carácter arbitrario de la puntuación de las ofertas 
técnicas, o su falta de congruencia con la motivación recogida en el informe, 
ha de prevalecer la presunción de acierto, certeza y razonabilidad del informe 
técnico del órgano de contratación, apoyada en la especialización e 
imparcialidad de los órganos administrativos que la realizan (presunción que 
no ha sido destruida mediante prueba en contrario), informe en el que, se 
reitera, no se aprecian indicios de errores materiales, de falta de motivación o 
de falta de congruencia entre la motivación y la puntuación otorgada. Conviene 
reiterar que, conforme a la doctrina de la discrecionalidad técnica del órgano 
de contratación antes expuesta, este Tribunal no puede corregir criterios 
estrictamente técnicos aplicando criterios jurídicos. 

 
Los argumentos esgrimidos por el órgano de contratación (informe del 

Servicio de Ingeniería y Mantenimiento) refuerzan la presunción de acierto y 
certeza de la valoración realizada, y su adecuación a los pliegos. En particular, 
la lectura de los razonamientos ofrecidos en el informe al recurso permite 
considerar suficientemente justificadas, en el ámbito y dentro de los límites de 
la discrecionalidad técnica que le compete, las valoraciones y ponderaciones 
de las ofertas otorgadas por el órgano de contratación en cada uno de los 
criterios sujetos a juicio de valor que se impugnan en el presente recurso. 

 
 En definitiva, no se aprecia que la motivación contenida en la valoración 
y puntuación de las ofertas sea insuficiente, errónea o arbitraria, por lo que el 
recurso debe desestimarse en lo relativo a los alegados errores en el informe 
de valoración. 

 
B) Finalmente, la recurrente alega que la falta de aportación de un 

índice del contenido de la oferta debe llevar aparejada la exclusión del licitador. 
 
El PCAP no prevé ninguna consecuencia para el caso de que la oferta 

no incluye el citado índice.  
 
Sobre el incumplimiento por las ofertas de los requisitos formales 

previstos en los pliegos que rigen la contratación se ha pronunciado este 
Tribunal, entre otras, en las resoluciones 100/2026, de 14 de mayo, 73/2024, 
de 30 de mayo, o 102/2021, de 28 de julio, que indican lo siguiente: “En 
relación con los defectos formales, este Tribunal ya señaló en su Resolución 
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22/2015, de 25 de marzo, que no es conforme al principio de concurrencia 
hacer depender de un elemento meramente formal la validez del cumplimiento 
de un requisito material o sustancial debidamente cumplimentado”. 

 
También la Resolución 99/2018, de 8 de octubre, de este Tribunal, que 

ya recogió la doctrina consolidada de este Tribunal y de sus homónimos, de 
que las exigencias de los pliegos deben ser interpretadas y aplicadas de 
manera que no supongan obstáculos indebidos a los principios generales que 
guían la contratación administrativa (libertad de acceso a las licitaciones, 
publicidad y transparencia de los procedimientos, no discriminación e igualdad 
de trato entre los candidatos y eficiente utilización de los fondos públicos en 
conexión con el principio de estabilidad presupuestaria), recogidos en el 
artículo 1 de la LCSP. En este mismo sentido se pronuncia el artículo 132.1 de 
la LCSP, cuando exige que “Los órganos de contratación darán a los licitadores 
y candidatos un tratamiento igualitario y no discriminatorio y ajustarán su 
actuación a los principios de transparencia y proporcionalidad”. En 
consonancia con ello debe interpretarse el artículo 84 del Reglamento General 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real 
Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, que establece una regulación muy 
precisa de los casos en que los defectos en la proposición, por motivos 
formales o por no ajustarse a las exigencias mínimas de los pliegos, pueden 
dar lugar a la adopción de la decisión administrativa de excluir una proposición 
de la licitación. No cualquier incumplimiento ha de suponer automáticamente 
la exclusión, sino que aquél debe subsumirse en alguna de las causas 
recogidas en dicha normativa, interpretarse con arreglo a los principios de 
igualdad y concurrencia, y siempre ha de suponer la imposibilidad de la 
adecuada ejecución del objeto del contrato.  

 
Dicha resolución añade que para que resulte procedente la exclusión, 

el incumplimiento del PCAP ha de ser expreso y claro. Solo cuando el 
incumplimiento sea expreso, de modo que no quepa duda alguna que la oferta 
es incongruente o se opone abiertamente a las prescripciones contenidas en 
el pliego, procede la exclusión. De otro lado, el incumplimiento ha de ser claro, 
es decir referirse a elementos objetivos y, de acuerdo con los criterios del 
Código Civil aplicables a la interpretación contractual, si alguna cláusula de los 
contratos admitiera diversos sentidos, deberá entenderse en el más adecuado 
para que produzca efecto (artículo 1.284). Tal y como se viene exponiendo, 
las cláusulas contractuales deben interpretarse en el sentido de favorecer la 
concurrencia en la licitación. 

 

mailto:tribunalcontratoscyl@cccyl.es


 

15 

Plaza de la Catedral, 5. 49001 ZAMORA. Tel.:980 55 98 00. tribunalcontratoscyl@cccyl.es 
 

En este caso, el carácter meramente formal y la falta de incidencia sobre 
el contenido de las ofertas lleva a este Tribunal a considerar que la omisión 
del índice no puede determinar la exclusión de las ofertas. 

 
En todo caso, entre la documentación presentada por la adjudicataria, 

además del índice incorporado en la memoria técnica, figura de forma 
independiente una declaración de confidencialidad en el que consta un índice 
de los documentos, indicando los que son confidenciales y los que no lo son. 

 
Por tanto, este motivo del recurso también debe ser desestimado. 
 
En su virtud, al amparo de lo establecido en los artículos 57 de la LCSP 

y 61 de la Ley 1/2012, de 28 de febrero, el Tribunal Administrativo de Recursos 
Contractuales de Castilla y León 

 
 

III 
RESUELVE 

 
Primero.- Desestimar el recurso especial en materia de contratación 

interpuesto por Althea Healthcare España, S.L. contra la adjudicación del 
contrato del servicio de mantenimiento de equipos electromédicos instalados 
en el Hospital Clínico Universitario de Valladolid, Edificio Rondilla y Centro de 
Especialidades Pilarica (expediente 8401-841-1-2026-15283). 

 
Segundo.- Levantar la suspensión del procedimiento de adjudicación. 
 
Tercero.- Notificar esta resolución a todos los interesados en el 

procedimiento. 
 

De conformidad con los artículos 59 de la LCSP y 46.1 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, de la Jurisdicción Contencioso-administrativa (LJCA), contra esta 
resolución, ejecutiva en sus propios términos, solo cabe la interposición de 
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos meses, a contar desde 
el día siguiente a su notificación, ante la Sala de lo Contencioso-administrativo 
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León (artículo 10.1.k de la LJCA). 
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